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II. URBANISMO, VIVIENDA, OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORT ES 

2.4. Eliminación de barreras arquitectónicas y en l as infraestructuras. 

2.4.1. Eliminación de barreras urbanísticas en viario público y zonas de concurrencia 
pública. 

Una persona discapacitada residente en el municipio sevillano de El Viso del 
Alcor presentó tres quejas sobre barreras urbanísticas y en el viario público en su municipio.  

En la queja 08/1893  denunciaba que, en ocho ocasiones, se había dirigido al 
Ayuntamiento solicitando la eliminación de barreras arquitectónicas en obras de nueva 
ejecución que hubiera realizado el Ayuntamiento o que permitía que se realizaran, sin que 
en ninguna de ellas había obtenido respuesta alguna. A juicio del interesado, el 
Ayuntamiento vulneraba la Ley 1/1999, de 31 de Marzo, de Atención a las personas con 
discapacidad en Andalucía, el Decreto 72/1992, por el que se aprueban las Normas 
Técnicas para la Accesibilidad y la Eliminación de Barreras Arquitectónicas, Urbanísticas y 
en el Transporte en Andalucía y las propias Normas Subsidiarias de Planeamiento de El 
Viso del Alcor, siendo consciente de ello, puesto que sus escritos le alertaban 
constantemente de tal incumplimiento.  

Tras admitir a trámite la queja, de la respuesta municipal se desprendía que la 
mayoría de las barreras arquitectónicas y urbanísticas que motivaron los escritos de queja 
del reclamante se encontraban eliminadas o en vías de eliminación, advirtiéndose una clara 
voluntad municipal de subsanar los problemas de accesibilidad en el municipio. En algún 
caso, el proceso de eliminación de las barreras requería trámites y actuaciones más 
complejas y de un plazo mayor para su ejecución pero, no obstante, se estaban arbitrando 
soluciones. 

Aunque dimos por concluidas nuestras actuaciones, el interesado nos remitió un 
amplio reportaje fotográfico acreditando la defectuosa ejecución de tales obras y la 
persistencia, en consecuencia, de graves obstáculos para la libre circulación de personas 
usuarias de sillas de ruedas. Por ello, reabrimos el expediente de queja y nos volvimos a 
dirigir al Ayuntamiento de El Viso del Alcor.  

En cuanto a la queja 08/3235 , derivaba de una queja anterior en la que 
planteaba su disconformidad con las obras ejecutadas para el acondicionamiento de la 
travesía de la A-392 a su paso por El Viso del Alcor, por incumplimiento de la normativa en 
materia de eliminación de barreras, en concreto por faltar las rejillas para cubrir los 
alcorques y los vados para el acceso de peatones.  

Por último, en la queja 08/5063 , el interesado nos indicaba que había 
denunciado el incumplimiento de la normativa de accesibilidad del Ayuntamiento a la 
Consejería de Obras Públicas y Vivienda, sin que hubiera recibido respuesta. En esta queja, 
realizamos varias actuaciones con órganos de la Consejería de Obras Públicas y Vivienda y 
para la Igualdad y Bienestar Social, en la que nos indicaban que estaban realizando 
actuaciones con el Ayuntamiento de El Viso del Alcor. 

Tras las diferentes actuaciones que realizamos en estos expedientes de queja, 
el Ayuntamiento nos respondió a todos ellos en un escrito común, en el que nos informaba 
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que el objetivo de la Corporación era, precisamente, eliminar las barreras que dificultaran el 
tránsito de los peatones. Así, en el año 2009 disponían de una cantidad de 69.657,93 euros 
destinados a la eliminación de barreras, de los que, en el año 2010, llevaban ya gastados 
39.572,50 euros, habían firmado un convenido de colaboración con el Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales (IMSERSO) y la fundación ONCE para actuaciones en el Plan Municipal 
de Accesibilidad y para la eliminación de barreras arquitectónicas en diferentes zonas de la 
ciudad. 

En cuanto a las pendientes transversales y longitudinales en los recorridos 
peatonales, la protección de alcorques y las pendientes transversales de vados de 
vehículos, estaban corrigiéndolos con el Programa de Transición al Empleo de la Junta de 
Andalucía (PROTEJA), obras que finalizarían en Mayo de 2010. También iban a solventar el 
diseño para la supresión de barreras arquitectónicas, adaptando los pasos de peatones y 
corrigiendo la altura de los pulsadores de los semáforos. 

En cuanto a los accesos no adaptados del parque de la Constitución, el 
Ayuntamiento aclaraba que las entradas principales estaban adaptadas y los dos pasos que 
el interesado había denunciado eran dos puertas secundarias con un desnivel superior a 2 
cm. respecto de la rasante del mismo, defendiendo el Ayuntamiento que estas dos puertas 
secundarias no eran prioritarias dentro de un orden de ejecución de las obras.  

Respecto de los accesos a los garajes particulares de la C/ Carlos Mendez, el 
Ayuntamiento defendía que eran obras de mejora y no de nueva urbanización, y en este 
caso era “verdaderamente imposible cumplir escrupulosamente las normas de accesibilidad 
sin perjudicar a los residentes de las calles objeto de intervención, aún así se garantiza el 
recorrido por un itinerario de tránsito posible, cómodo y seguro”.  

En cuanto a la ocupación por veladores y cajones de obra de los vados, habían 
ordenado a los servicios técnicos municipales que controlaran su correcta ubicación en la 
vía pública, además de ordenar el impulso de una Ordenanza Municipal que regulara esta 
cuestión.  

También el interesado había denunciado la inaccesibilidad del patio del edificio 
de la sede municipal, aunque el Ayuntamiento nos indicaba que la fotografía que había 
remitido el interesado era de un patio de servicio que no estaba destinado a la organización 
de eventos de carácter público, aunque el día de inauguración del edificio se abrieron al 
público todas las dependencias del edificio para que lo conocieran todos los vecinos. 

En cuanto a las quejas sobre la travesía de la A-392 a su paso por El Viso del 
Alcor, el Ayuntamiento tenía la firme convicción de su supresión, pero debía primar las 
partidas presupuestarias y, para este caso, debían resolver la financiación económica de las 
obras.  

Por último y en lo que respecta a los postes decorativos colocados en el 
acerado, el Ayuntamiento colocaba gallardetes durante las fiestas patronales, aunque 
entendían que no interfería al paso peatonal. En las obras que se estaban realizando en el 
centro histórico se tenía previsto la supresión de barreras y adaptación a la normativa en 
vigor.  

De esta respuesta municipal cabía considerar que existía un claro y permanente 
objetivo del equipo de gobierno municipal de eliminar cuantas barreras arquitectónicas 
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dificultaban el tránsito de los peatones, reconociendo, no obstante, que quedaba mucho 
trabajo por realizar para lograr la total eliminación de las barreras existentes en el municipio, 
pero se aludía a la voluntad municipal de afrontar tal reto, partiendo en todo caso de la 
insuficiencia de recursos económicos para conseguirlo a corto plazo. Se insiste también en 
que los técnicos municipales cumplían la normativa de accesibilidad en todos sus aspectos 
y en que se agotaban las partidas destinadas a la eliminación de barreras arquitectónicas. 

Por último, se manifestaba el compromiso de la Alcaldía de constituir el Consejo 
Local de Accesibilidad, por lo que entendimos que aunque se podía calificar la respuesta 
municipal de parcial o incompleta, permitía advertir una expresa voluntad de dar 
cumplimiento a la normativa de accesibilidad en todos sus términos. De acuerdo con ello, 
ante la enorme dificultad que suponía hacer un seguimiento pormenorizado de todas las 
intervenciones municipales al respecto y un análisis singularizado de las deficiencias en que 
se hubiera podido incurrir en la eliminación de barreras, lo cierto era que esta Institución 
estimaba conveniente dar un plazo al actual equipo de gobierno y al que debería 
constituirse tras las elecciones municipales para que la voluntad transmitida se concretara 
en las sucesivas obras e intervenciones del Ayuntamiento, resultando por otra parte que la 
próxima constitución del Consejo Local de Accesibilidad podría permitir, al estar 
representados en el mismo todos los sectores afectados, un puntual seguimiento de dichas 
intervenciones con objeto de que las mismas se atuvieran, en todo momento, a la normativa 
de accesibilidad. 

Por todo ello y teniendo en cuenta las limitaciones presupuestarias para atender 
las necesarias modificaciones en todas las infraestructuras del municipio y poder adaptarlas 
a las exigencias de la normativa vigente en el ámbito de la accesibilidad, consideramos que 
no eran precisas nuevas gestiones por nuestra parte, aunque transmitimos al Alcalde-
Presidente la necesidad de que se aprobara un Plan Municipal de Actuaciones en el que, 
necesariamente de forma escalonada en el tiempo, se fijara el orden y jerarquía de las 
actuaciones a realizar, previo informe del aludido Consejo Local de Accesibilidad. 

En la queja 11/1976 , la interesada nos exponía que había tenido que hacer uso 
de las instalaciones de la estación de autobuses de Plaza de Armas, en Sevilla y, 
continuaba la interesada, “sólo está equipada con una rampa de acceso a la entrada que 
parte (o llega) al carril de bici directamente, lo que para una persona ciega resulta peligroso 
como me hizo ver un compañero invidente que usa la estación todos los días. Este tramo 
corto de rampa de acceso a la estación es bastante empinado por lo que resulta difícil de 
usar para una persona en silla de ruedas o con muletas y maleta. La situación se pone más 
difícil porque el suelo está bastante deteriorado. Es aún más grave el hecho de que no 
existe ascensor a los andenes (como ocurre por ejemplo en otras estaciones como la de 
Granada) por lo que el acceso a los autobuses es sólo a través de una inmensa rampa de 
enorme pendiente que ni siquiera parece cumplir la inclinación reglamentaria y que hace 
imposible el acceso autónomo en silla o de una persona que se maneja con maletas y silla 
de ruedas salvo que vaya acompañada. Dado que la estación es de reciente construcción y 
que es de paso obligatorio para numerosas comunicaciones en toda Andalucía, resulta 
realmente inaudita la falta de sensibilidad para haber hecho una estación accesible”. 

Tras admitir a trámite la queja y dirigirnos al Gerente del Consorcio de 
Autobuses del Área Metropolitana de Sevilla, éste nos informó que además de la rampa a la 
que se refería la interesada, existía otra que comunica a la puerta de acceso de calle 
Torneo con la zona del vestíbulo, desde el que se puede acceder a los andenes a través de 
un ascensor. Aunque era cierto que la rampa exterior tiene el piso en mal estado, se había 
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dado traslado al director de la estación para su arreglo, lamentando “sinceramente la 
incomodidad padecida por la reclamante en el uso de las instalaciones de la estación por 
desconocimiento o mala información”. A la vista de esta información, dimos por concluidas 
nuestras actuaciones en este expediente de queja. 

 

2.4.2. Discapacidad y vivienda. 

En la queja 11/1705 , la interesada, casada y con dos hijos (uno de ellos menor), 
nos exponía que tanto su esposo como su hijo sufrían diferentes discapacidades, 
reconocidas por la Junta de Andalucía (en el caso del menor, le había sido reconocido el 
grado II de Dependencia Severa, nivel 1), por lo que necesitaban, como una de las 
soluciones posibles a sus problemas de movilidad, la adaptación del edificio en el que 
residían, instalando en el mismo un ascensor –con el que no contaba-, o bien la permuta por 
otra vivienda protegida situada en planta baja y con las suficientes condiciones de 
accesibilidad. En cuanto a la posibilidad de permutar su vivienda (cuyo titular era EPSA) por 
otra de planta baja, el Ayuntamiento le respondió que no existían viviendas vacías en el 
municipio con esta posibilidad. 

Dada la precariedad que nos trasladaba la interesada, admitimos a trámite la 
queja y nos dirigimos al Ayuntamiento de Los Barrios que, en su respuesta, nos dijo que no 
existía solicitud formal de permuta de la interesada y, además, tampoco estaba inscrita en el 
Registro Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida. En cuanto a los problemas de 
accesibilidad, operarios municipales estaban ejecutando, en aquel momento, las obras para 
dotar de una rampa de acceso al portal del bloque y estaban buscando soluciones 
alternativas en tanto no se pudiera dotar al inmueble de un ascensor. 

Tras dirigirnos a EPSA, ésta nos informó que una trabajadora social de la 
empresa pública estaba en contacto con la unidad familiar para encontrar una solución al 
problema, pues en aquel momento no disponían de viviendas desocupadas que pudieran 
ofrecer a la unidad familiar, por lo que dimos por concluidas nuestras actuaciones. 

La interesada de la queja 11/466 , con un grado de discapacidad física y 
sensorial del 75 %, nos exponía que en su día resultó adjudicataria de una vivienda 
protegida en régimen de propiedad, del cupo de personas con movilidad reducida, para lo 
cual procedió a la firma del contrato de compraventa. Sin embargo, mediante Resolución de 
la Delegación Provincial de la Consejería de Obras Públicas y Vivienda de Sevilla, de 
Agosto de 2010, le fue denegado el visado del contrato de compraventa, en base al 
incumplimiento del artículo 3 del Plan Concertado de Vivienda y Suelo, que exige que para 
acceder a la propiedad de viviendas protegidas debe acreditarse unos ingresos superiores a 
una vez el IPREM, resultando que la interesada sólo habría acreditado unos ingresos 
anuales de 2.392,70 euros. 

A este respecto, acreditaba la interesada que sus padres eran beneficiarios de la 
prestación por hija discapacitada a su cargo, y que dicha prestación, una vez fallecidos sus 
padres, le sería abonada a ella misma, toda vez que al padecer una discapacidad superior 
al 65 % no se extinguía, de conformidad con la normativa de aplicación en materia de 
prestaciones de Seguridad Social. Con esta prestación, cuyo cobro sus padres ya le 
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cederían en la actualidad, y de la que posteriormente ella sería beneficiaria directa, sí 
superaría una vez el IPREM, por lo que sí podría ser visado su contrato.  

Precisamente con esta argumentación, nos decía la interesada, presentó en 
Noviembre de 2010 un recurso de alzada ante la citada Delegación contra la resolución 
denegatoria del visado del contrato de compraventa, que al parecer, a fecha de su escrito 
de queja, aún no habría sido resuelto. 

Dada la situación personal de la interesada y aunque entendíamos que no había 
existido actuación irregular por parte de la Delegación en la resolución, admitimos a trámite 
la queja con objeto de dirigirnos a la Delegación Provincial citada para conocer si en el 
cómputo de los ingresos de la adjudicataria podría tenerse en cuenta, dada la singularidad 
que poseía en cuanto al hecho por el que nace y los beneficiarios, la prestación 
mencionada, a fin de, si fuera posible, siempre que se cumplieran los requisitos legales para 
ello, se reconsiderara la denegación del visado del contrato con ocasión de la resolución del 
recurso de alzada, en caso de que ésta aún no se hubiera producido. 

Rogamos a la Delegación que tuviera en cuenta que, al parecer, al fallecimiento 
de los padres, sería la propia reclamante la beneficiaria por padecer una discapacidad 
mayor del 65%, supuesto en el que no se extinguiría salvo que concurriera alguna causa 
prevista en la normativa. Asimismo, también interesamos informe para conocer el criterio 
seguido a la hora de interpretar el artículo 3 del Plan Concertado, en cuanto a cuáles eran 
las cantidades que pueden conceptuarse como ingresos acreditados de una unidad familiar. 
En su respuesta, la Delegación nos contestó con el siguiente tenor literal: 

“Tal y como se le comunicó en la resolución dictada el 5 de Agosto de 
2010, la interesada no cuenta con ingresos económicos superiores en una vez al 
Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM), requisito obligatorio 
según lo dispuesto en el Art. 3 del Plan Concertado de Vivienda y Suelo 2008-
2012, motivo por el que le fue denegado el citado visado. Tomando esa 
circunstancia como punto de partida, todas las opciones propuestas, y que 
aparecen reflejadas en el escrito remitido por su Institución, han sido 
consideradas inviables. 

La primera se refiere a la posible cesión a la interesada de la prestación 
por hijo a cargo y en situación de discapacidad que recibe su padre, pudiendo de 
esa forma alcanzar el umbral del IPREM exigido. Esa posibilidad no está 
contemplada a efectos legales, ya que la asignación económica mencionada lo 
es como compensación por la atención dedicada por el progenitor al cuidado de 
Dª. ..., por lo que sólo puede ser percibida por la persona que la atiende, no por 
quien padece la discapacidad. 

La segunda opción expuesta por la interesada contemplaba que la 
medición de los ingresos no se limitara únicamente a los propios, sino que se 
extendiera a toda la unidad familiar. En ese caso sí podría sumarse la prestación 
económica recibida por su padre y se superaría el nivel del IPREM, solventando 
el obstáculo que motivó la denegación del visado. Pero se da la circunstancia de 
que este tutor legal, D. ..., ya posee una vivienda en propiedad, sita en ..., 
contraviniendo lo especificado en el Artículo 5 del Decreto 149/2006, que define 
el Reglamento de asignación de viviendas de protección oficial y que establece 
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claramente que ningún solicitante puede resultar adjudicatario de una de ellas si 
ya es poseedor de otra en régimen de propiedad”. 

A la vista de esta respuesta, dimos por concluidas nuestras actuaciones al 
entender que no eran precisas nuevas gestiones por nuestra parte, mucho más cuando la 
propia Delegación había valorado ya otras alternativas para poder cumplimentar el requisito 
de los ingresos económicos de la interesada sin éxito, dada la naturaleza de la prestación 
por hijo a cargo discapacitado. 

Abrimos de oficio la queja 11/3730  cuando conocimos, a través de los medios 
de comunicación social, las dificultades que padecían una pareja de discapacitados, 
inquilinos de vivienda en régimen de alquiler propiedad de EMVISESA en Sevilla, por las 
disfuncionalidades del ascensor del bloque. Siempre según estas noticias, los ascensores 
del edificio debían ser desconectados por motivos de seguridad cada cierto tiempo debido a 
la entrada de agua en el foso, procedente de filtraciones, que inundaban los huecos y 
hacían aconsejable su inutilización hasta que se resolviera el problema. Hasta aquel 
momento, continuaban estas informaciones, las soluciones que se les habían ofrecido por 
parte de EMVISESA sobre este particular habían sido puntuales, bombeando el agua, pero 
sin adoptar medidas con las que paliar el problema definitivamente. 

A resultas de todo ello, cada vez que se daban estas filtraciones y debían 
desconectarse los ascensores, los afectados, uno de ellos con una discapacidad del 68 % y 
usuario de silla de ruedas, y su pareja, con una discapacidad del 45 %, que le impedía subir 
escaleras, se quedaban, literalmente, prisioneros en sus viviendas, pues no solo no podían 
salir por sus propios medios, sino que, con ayuda de vecinos, les resultaba extremadamente 
difícil, pues su piso estaba situado en una tercera planta, en lugar de en una planta baja, 
donde al parecer también había pisos. 

Por otra parte, aseguraban estas noticias que el afectado, en sus declaraciones 
a los medios de comunicación, manifestó que la puerta de acceso al edificio era demasiado 
estrecha para salir y entrar con una silla de ruedas y que habían interpuesto unas diez 
reclamaciones ante EMVISESA sin que el problema se hubiera solucionado ni se hubiera 
ampliado la puerta de acceso al edificio.  

Tras dirigirnos a EMVISESA, ésta nos comunicó, en síntesis, que ya se habían 
solventado los problemas puestos de manifiesto, especialmente el relativo a las 
disfuncionalidades del ascensor a consecuencia de la entrada de agua en el foso, y que 
además lo habían realizado urgentemente cuando tuvieron conocimiento de los hechos, 
para lo que cambiaron el calderín que era el que motivaba las filtraciones de agua. En 
cuanto a la puerta, EMVISESA nos decía que ésta cumplía los requisitos del Decreto 
72/1992, de 5 de Mayo, que era el que estaba vigente en el momento de construir las 
viviendas, por lo que no podía proceder a aumentar el hueco en el muro de la misma. Con 
ello, entendimos que el problema estaba resuelto y dimos por concluidas nuestras 
actuaciones, aunque instamos a la empresa a que tuviera en cuenta la situación de esta 
unidad familiar para que no acontecieran nuevos fallos y, en su caso, se actuara con la 
máxima rapidez y diligencia. 

 

2.4.3. Discapacidad y transportes. 
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La interesada de la queja 11/2995  nos exponía que era usuaria del transporte 
urbano de la ciudad de Sevilla y, además, tenía una discapacidad reconocida del 80 %, por 
lo que necesitaba, para su movilidad, una silla de ruedas. Siempre según la interesada, 
había conocido que las personas que acompañan a los invidentes en el transporte urbano 
no pagaban billete de autobús, por lo que consideraba que esa medida también podía 
hacerse extensiva a las personas que acompañan a las usuarias de sillas de rueda, pues, 
en su caso concreto, necesitaba de un acompañante para poder subir y bajar del autobús. 

Tras admitir a trámite la queja y dirigirnos al Gerente de TUSSAM, finalmente 
conocimos que existía la voluntad municipal de incluir en el análisis previo a la propuesta 
sobre tarifas, la solicitud de gratuidad al acompañante de una persona con movilidad 
reducida acreditada, lo que se concretaría en caso positivo por el Ayuntamiento Pleno. 
Después se nos informó que, tras el acuerdo del Consejo de Administración, el 
Ayuntamiento Pleno aprobó el procedimiento que posibilitaba que los acompañantes de las 
personas con movilidad reducida, que cumplieran los requisitos que se determinaran, 
disfrutaran de exención de pago del título de viaje en los vehículos de dicha empresa, con lo 
que entendimos que el asunto por el que acudió a nosotros la interesada estaba 
solucionado y dimos por concluidas nuestras actuaciones. 

La interesada de la queja 10/1365 , conductora habitual de un vehículo con el 
que desplazaba a su hija, discapacitada, nos relataba que estando el vehículo –que contaba 
con la oportuna tarjeta de autorización de aparcamiento en plaza reservada a personas con 
movilidad reducida a nombre de su hija- aparcado en una zona reservada, el mismo fue 
sancionado e, incluso, retirado por la grúa municipal. Según la interesada, la tarjeta estaba 
en el lado derecho, pero habían puesto un papel de publicidad que la tapaba. Cuando llego 
a retirar el vehículo del depósito municipal, pidió a un agente que le acompañara para 
corroborar que la tarjeta estaba puesta. Alegó estas circunstancias antes de la resolución 
del expediente sancionador, pero fueron desestimadas. 

Tras admitir a trámite la queja y dirigirnos al Ayuntamiento de Sevilla, pudimos 
conocer, en síntesis, que habían rechazado las alegaciones basándose en la ratificación del 
agente denunciante, en el sentido de que no observó tarjeta de discapacitado en el vehículo 
y en el hecho de que la tarjeta aportada posteriormente no coincidía con los datos 
personales de quien comparecía en el expediente como interesada. 

Sin embargo, examinada toda la documentación obrante en este expediente de 
queja, lo cierto era que la interesada mantenía en todo momento que la tarjeta de 
autorización estaba a nombre de su hija menor y discapacitada (aportó documentación 
acreditativa de tal parentesco) que, por tanto, no podía conducir, razón por la que ella 
conducía el vehículo, que la llevaba al médico y que dicha tarjeta se encontraba en el 
vehículo el día de los hechos, como trataba de demostrar con la prueba no admitida por el 
Ayuntamiento consistente en el testimonio de un policía local. 

Pues bien, trasladamos al Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Sevilla 
nuestras consideraciones, pues partiendo de la exigencia que establece el artículo 49 CE en 
el sentido de que los poderes públicos ampararán especialmente en el disfrute de sus 
derechos a los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, cabe resaltar que en el curso de 
la tramitación de este expediente de queja ha quedado demostrado de forma indubitada que 
la hija de la interesada está afectada por una discapacidad y que es titular de una tarjeta de 
aparcamiento para personas con movilidad reducida. Por tanto, cobra especial relevancia 
para justificar la procedencia de la sanción impuesta, el concretar si en el vehículo se 
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encontraba en lugar visible la citada tarjeta el día de los hechos. La interesada desde el 
primer momento solicitó que se tuviera en consideración la aportación testifical y 
documental de un policía local, que identificó con su número, que defendía que sí figuraba 
en el vehículo la tarjeta. 

No obstante, se desestimó tal pretensión basándose únicamente en la 
ratificación del agente denunciante y guardando silencio sobre la prueba propuesta por la 
interesada, privándole de su derecho, como ya se reconoce expresamente en el artículo 
81.3 del Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial y en el artículo 13 del Reglamento del Procedimiento Sancionador en esta 
materia, a un procedimiento probatorio contradictorio o, al menos, a que resultara motivada 
la denegación de la prueba propuesta. 

En tal sentido, debemos remitirnos a lo dispuesto en el artículo 137.4 de la Ley 
30/1992, de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, que dispone que se practicarán de oficio o a 
propuesta del presunto responsable cuantas pruebas sean adecuadas para la 
determinación de hechos y posibles responsabilidades. Y parece indudable que la prueba 
propuesta era totalmente indicada para acreditar si la tarjeta en cuestión se encontraba en 
lugar visible del vehículo al que se atribuye la infracción el día en que se cometió la misma. 
Asimismo, parece indudable que se trata de pruebas que, en su caso, habrían podido 
concluir con una resolución favorable a las pretensiones de la interesada. 

Es más, entendemos que no cabe ampararse, teniendo en cuenta que nos 
encontramos en esta materia de proposición y práctica de pruebas en un terreno de 
derechos fundamentales, en el principio de economía procesal y celeridad, para desestimar 
sin causa suficiente la práctica de pruebas, ya que el órgano instructor debe ser el primer 
interesado en contar con todos los datos necesarios para poder resolver la cuestión de 
fondo planteada con pleno conocimiento de causa. 

Por otro lado, como es conocido, la declaración de un agente de la autoridad en 
modo alguno constituye una prueba «iuris et de iure», sino «iuris tantum» y por tanto se 
trata de una presunción perfectamente rebatible con la aportación de pruebas de contrario a 
suministrar por los interesados. 

También podemos remitirnos a una amplia doctrina jurisprudencial que, en 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 24.2 CE, señala que la actividad sancionadora de la 
Administración ha de respetar el principio de presunción de inocencia, como un amplio 
derecho fundamental de la persona vinculante para todos los poderes públicos que 
determina la exclusión inversa de culpabilidad de cualquier persona, mientras no se 
demuestren en el expediente los hechos imputables a la misma como merecedores de 
sanción, cuya carga probatoria no incumbe al expedientado sino a la Administración que le 
acusa y sanciona. 

Por todo ello, formulamos Recomendación  con objeto de que, mediante los 
trámites legales que procedan, sea anulada la resolución dictada, retrotrayendo las 
actuaciones en el procedimiento sancionador, acordando la apertura del periodo de prueba 
solicitado por la reclamante y dictando, tras su práctica y el resto de las actuaciones 
necesarias, la resolución que se estime procedente. Entendíamos que, en caso contrario, 
no se estaría reconociendo el derecho a la presunción de inocencia de la interesada habida 
cuenta de que no se da opción alguna a la posibilidad de que se destruya la presunción de 
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veracidad («iuris tantum», debemos subrayar) con que cuentan las denuncias de los 
agentes de la autoridad. 

De la respuesta municipal cabía entender que habían aceptado la alegación 
formulada por parte de la interesada y se acordó la baja del expediente sancionador que le 
afectaba, por lo que consideramos que habían aceptado nuestra resolución, dando por 
concluidas nuestras actuaciones. 
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III.- CULTURA Y DEPORTES 

2.2.2. Accesibilidad de instalaciones deportivas. 

Garantizar el derecho de las personas con discapacidad a acceder en 
condiciones de igualdad a las instalaciones y servicios deportivos es, desde hace tiempo, 
una de los objetivos de esta Institución en materia de deportes.  

A este respecto, es innegable que se ha avanzado mucho en nuestra 
Comunidad Autónoma en cuanto al reconocimiento de este derecho y también en lo que 
supone la plasmación práctica del mismo mediante la adopción de medidas que hagan 
realmente posible que las instalaciones y equipamientos deportivos sean realmente 
accesibles. 

No obstante, las particularidades de la práctica deportiva y las peculiaridades de 
las instalaciones donde la misma se desarrolla suponen en muchas ocasiones un 
importante obstáculo en la consecución y efectividad de este derecho, en particular en 
aquellos supuestos en que la efectividad del derecho de acceso de las personas 
discapacitadas depende de la realización de obras de adaptación de las instalaciones 
preexistentes que conlleven una importante inversión económica.  

Es en estos casos es cuando la intervención de esta Institución encuentra mayor 
justificación, ya que se trata de remover obstáculos que impiden o dificultan el ejercicio de 
un derecho fundamental. Afortunadamente, en la mayoría de las ocasiones dicha 
intervención tiene un resultado positivo, consiguiéndose el objetivo e accesibilidad plena 
pretendido. 

Una muestra de lo que estamos diciendo lo encontramos en la queja 11/576 , 
iniciada a instancias de una persona con una discapacidad del 74%, que precisaba utilizar la 
piscina municipal para realizar rehabilitación como consecuencia de sus dolencias, pero se 
veía imposibilitado de hacerlo al no poder acceder al vaso de la misma por no existir medios 
adaptados a tal fin. 

Según nos denunciaba, había solicitado en diversas ocasiones al Ayuntamiento 
la colocación de medios mecánicos adaptados que le permitieran hacer un uso normalizado 
de dicha instalación municipal, pero las promesas recibidas en tal sentido por parte de 
diversos responsables municipales habían resultado incumplidas, por lo que solicitaba la 
intervención de esta Institución. 

Tras diversos requerimientos, finalmente pudimos dar por concluido el 
expediente de queja al indicarnos el Ayuntamiento que se habían instalado los medios 
mecánicos necesarios para que pudieran hacer uso de la piscina las personas con 
discapacidad. 


